Expte. Nº -2402-2007 QUIROGA ISMAEL OSVALDO C/ ANTONELLI OSVALDO MARCELO Y GALERME ZULMA LUJAN S/ DAÑOS Y PERJUICIOS

Nº de Orden:224.-
Libro de Sentencias Nº 51

/NIN,  a  los   14  días del mes de Septiembre del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores  Jueces  de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil  y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO  ROSAS , en causa Nº -2402-2007 caratulada:  "QUIROGA ISMAEL OSVALDO C/ ANTONELLI OSVALDO MARCELO Y GALERME ZULMA LUJAN S/ DAÑOS Y PERJUICIOS",  a  fin  de dictar sentencia, en el siguiente  orden  de  votación, Doctores: Guardiola, Castro Durán y Rosas.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué  pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Guardiola dijo:


1. En la sentencia dictada a fs. 279/285 se rechaza la demanda que por daños y perjuicios entabló Ismael Osvaldo Quiroga contra Osvaldo Marcelo Antonelli y Zulma Lujan Galerme. Impone las costas al reclamante y regula los honorarios profesionales.


Para así resolver la Sra. Jueza de la instancia anterior estimó que si bien la sustanciación del proceso penal por robo calificado tuvo como punto de partida la denuncia del Sr. Antonelli, se sustentó en diversos elementos probatorios oportunamente valorados por los órganos actuantes y, examinando el fallo absolutorio del Sr. Quiroga, encontró que esa decisión obedeció a declaraciones testimoniales contradictorias durante el plenario en relación a las formuladas durante la instrucción que por temor, amenazas u otros motivos modificaron las condiciones que oportunamente fundaron la prisión preventiva (fs. 436/444 causa penal 129/2005). Por ello y destacando que conforme a dicho veredicto no fue objeto de contradicción la materialidad ilícita en cuanto a la comprobación del cuerpo del delito concluyó que la denuncia del demandado, formulada por otra parte a instancias de la policía, lejos estuvo de responder a imprudencia, negligencia, ni mucho menos a una intención maliciosa.


Apeló el apoderado del reclamante Dr. Fernández Maciel (fs.292), expresando sus agravios a fs. 307/317.


La crítica al fallo, en apretada síntesis, reposa en que prácticamente los únicos elementos con que contaba la acusación, tal como lo señala el Tribunal Oral, eran la denuncia, las declaraciones testimoniales que habían brindado los hoy demandados y la diligencia de reconocimiento fotográfico que ellos efectuaron; manifestaciones de las que se desdijeron a través de la contradictoria versión que suministraron en el acto de debate. Transcribe las partes pertinentes de tales actuaciones. En consecuencia, sostiene, independientemente de la licitud de poner en conocimiento de la autoridad policial y judicial el hecho delictivo - cuya existencia no fue ni es motivo de discusión-, el fundamento de la pretensión resarcitoria está dado y suficientemente acreditado con la falsedad de la imputación a su representado, que atribuye a que conociendo el denunciante la misma y la probabilidad de un resultado perjudicial consintió por indiferencia el mismo (dolo eventual), a n cuando aclara y es suficiente para la aplicación supletoria de los postulados del art. 1109 del CCivil referido a la acusación culposa, que la misma provenga de una conducta irreflexiva, precipitada o por un error inexcusable. Reseña doctrina y jurisprudencia en relación a esta temática y reitera los daños y perjuicios que dicho proceso provocó al actor - privación de libertad por más de dos años, pérdida de salarios por dicho tiempo y grave daño moral sufrido- afirmando que el juicio de aptitud causal respecto del hecho cubre también los diversos anillos intermediarios que unen la acción del denunciante con el daño.


Ejerció su derecho de réplica el Sr. Antonelli por intermedio de su abogado Dr. Alcobe a fs. 320/324, resistiendo la impugnación.


Llamados los autos a sentencia a fs. 325 y habiéndose cumplido la medida para mejor proveer dispuesta a fs. 329 (ver acta de fs. 334/336vta de la audiencia celebrad), las actuaciones están en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC).


2. En ese cometido estimo útil comenzar recordando que la simple existencia de una decisión judicial que absuelva o sobresea al imputado es insuficiente para que éste pueda reclamar daños y perjuicios. Si la sola inexactitud de la imputación alcanzara, ello implicaría admitir un suerte de responsabilidad de carácter objetivo por actividad riesgosa que no tiene justificativo alguno en nuestro derecho de daños.


Ahora bien, que para la responsabilidad civil derivada de la noticia criminis el factor de atribución sea subjetivo no significa que se requiera la existencia de dolo. "La acusación calumniosa es una especie de calumnia con tratamiento particular en el art. 1090 del Código Civil. Para su configuración se requiere la falsedad del acto denunciado y el dolo delictual, esto es que el denunciante haya obrado con conocimiento de tal falsedad y con intención de dañar (art. 1072, Código Civil). Mas ello no impide que el denunciante pueda ver comprometida su responsabilidad civil a título de culpa y con basamento en lo normado por el art. 1090 del Código Civil" (voto del Dr. Soria SCBA, C 91184 S 15-10-2008," Dorneles, Ramón Higinio c/ Pompei, Enrique Alberto y otro s/ Daños y perjuicios")."En el ámbito civil puede tratarse de un delito o un cuasidelito: el art. 1090 no puede interpretarse como enervante del principio general seg n el cual todo aquel que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la reparación del perjuicio (art. 1109). En consecuencia, aunque la demanda no pueda tener sustento en el art. 1090 (por falta de prueba del dolo), la reparación será procedente si el denunciante ha actuado culposamente, con fundamento en el art. 1109" (Kemelmajer de Carlucci en Código Civil de Belluscio-Zannoni To. 5 p. 259; en el mismo sentido Llambías, J. J., Tratado de derecho civil, Obligaciones. tomo IV-A, ed. 1976, N° 2390; Salvat, R.; Acuña Anzorena, A., Tratado de derecho civil argentino, Fuentes de las obligaciones, tomo IV, 2° ed., N° 2770; Cazeaux, P.- Trigo Represas, F., Derecho de las obligaciones, tomo III, ed. 1970, pág. 138/142; Borda, G., Tratado de derecho civil, tomo II, 4° ed., N° 1354; Bustamante Alsina Jorge, Teoría General de la Responsabilidad civil, nros. 851 y 852; Cifuentes Santos, Derechos Personalísimos pág. 467). En este caso la figura se llama simplemente acusación o denuncia culposa (Vázquez Ferreyra Código Civil de Bueres-Highton To. 3A p. 282).


Ya decían Roberto Pecach ("Responsabilidad civil por denuncias o querellas precipitadas e imprudentes" en JA 1939 n° 65 p. 110 y ss) "...la acusación precipitada e imprudente entra en el concepto de los cuasidelitos civiles. Las acusaciones precipitadas e imprudentes se caracterizan por haber procedido el agente a denunciar o querellar sin la debida diligencia, meditación y previsión acerca de la existencia del delito, o de quien pudiera resultar su verdadero autor, poniendo en movimiento la jurisdicción penal del Estado, sin tener causa fundada para hacerlo, y siempre que no se haya actuado con dolo criminal"y Leonardo A. Colombo ("Responsabilidad civil derivada de querella o denuncia calumniosa" La Ley año 1950 To. 58 p. 988) "estos agravios pueden tener su raíz no ya en el dolo sino en la negligencia, imprudencia o ligereza con que ha procedido el denunciante o querellante. En otras palabras: la responsabilidad derivaría entonces de la culpa strictu sensu y no de la intención calumniosa, de la falta de diligencia y cuidado al deducir la acusación y no del ánimo directo de producir el daño. Se trataría por consiguiente de la existencia de un cuasidelito típico encuadrado dentro del amplio concepto que contiene el art. 1109 del cód. civil y apreciable con la sabia norma definitoria del 512 del mismo órgano legal. Se trataría, igualmente, de un caso de responsabilidad emergente de actos procesales irregulares en su esencia, puestos en movimiento sin adoptar las medidas de precaución que aconsejan la prudencia y el respeto a la persona ajena".


Por ser imprescindible preservar el interés social en la investigación y represión de los delitos penales, prestigiosa doctrina y jurisprudencia ha considerado que debe exigirse la existencia de una culpa grave o grosera (vgr. Parellada "Responsabilidad emergente de la denuncia calumniosa o negligente" JA 1979-III-695; Mosset Iturraspe"Responsabilidad por daños" To. III p. 386 ; CNFed. Civ y Com. Sala I ED 118- 471; CNFed Civil y Comercial sala III La Ley 1997-F, 438).


Aún cuando comparto las críticas que se formulan a la exigencia de que esa culpa sea diferente a la prevista con carácter general en el art. 512 C. Civil en una materia que pone en juego el honor y hasta la libertad de las personas (ver Salvatori Riviriego Gustavo J. " El factor de atribución de responsabilidad civil por acusación calumniosa o culposa" en La Ley 1997-F 436;Aita Tagle, Fernando - Cornet, Santiago "Algunos aspectos sobre la responsabilidad civil por denuncia penal culposa: influencia del proceso penal, prueba de la culpa y pautas para la valoración y cuantificación del daño moral" LLC 2009 (abril), 267) interpreto que la mayoría de aquellas expresiones refleja más que su enrolamiento en la teoría de la prestación de la culpa un reclamo de prudente ejercicio de la función judicial en la valoración de la conducta del reclamado. "Conforme nuestro sistema abstracto-concreto de apreciación de la culpa, la reprochabilidad de la conducta del denunciante sólo podrá ser determinada cuando ponderadas las diferentes circunstancias del caso concreto, se confronte su conducta con la que habría observado un hombre prudente en circunstancias semejantes..." (Aita Tagle-Cornet artículo citado). O como claramente dice Matilde Zavala de González ("Resarcimiento de daños" To. 2C p. 414): "Ahora bien, una cosa es excluir el requisito de un determinado nivel de culpa (requisito incompatible con el sistema de valoración en concreto y con la eliminación de categorías de culpabilidad: art. 512 Cód Civil) y otra es la valoración estricta y cuidadosa de los elementos de prueba a los efectos de determinar si el denunciante obró o no con culpa (sea ésta grave o bien leve). Así pues, en la duda sobre la efectiva existencia de un factor subjetivo de atribución contra el denunciante, no puede ser condenado a resarcir el daño sufrido por el denunciado". En suma, según el criterio del maestro Salvat (Hechos ilícitos, pág. 42) que por su precisión fuese recordado en más de una oportunidad por nuestro Superior (v. entre otros SCBA Ac. 46.241, 48.447, 83.877 y 87.049): no habrá responsabilidad civil " cuando la forma en que se presenten los hechos que dan margen a la querella realmente autorizaban la opinión de la existencia del delito".


3. Por ende, a fines de determinar el proceder de los demandados corresponde acudir a los términos en que la denuncia fue concebida y a la participación e incidencia que tuvieron en el trámite y resultado del proceso penal.


Compulsando las actuaciones de dicho fuero, en original a la vista, tenemos que:


I) a fs. 1/3 el Sr. Marcelo Osvaldo Antonelli el día 19/1/2004 denuncia ante el Oficial Pcipal. Comiso que el martes 6 de enero aproximadamente a las 21.30 hs. fue víctima, estando con su esposa, padres, hija menor con quienes convive y un tío, de un robo perpetrado en su domicilio sito en la zona rural de Carabelas. Relata que ingresaron a la casa tres sujetos armados y encapuchados con gorras tipo pasamontañas color azul, que sólo permitían verles los ojos y luego, por la defensa que él mismo opuso, un cuarto sujeto también armado que efectúa un disparo. Éste "se cubría con un pañuelo oscuro la boca hacia abajo quedando el resto al descubierto" y lo llamó por su nombre en forma amenazante con frases del siguiente tenor " Dejalo Marcelo porque te mato", "Vos me vas a conocer Marcelo, pero no hagas la denuncia porque voy a venir y te mato a vos y tu familia" (SIC). Señala que afuera había otros sujetos ya que se escuchaba hablar y risas entre las cuales una era de una mujer. Entre ellos no se llamaban por sus nombres. "Que el que comandaba toda la acción dentro de la casa y al resto de la banda era el sujeto que hizo el disparo con el arma". Que antes de irse (a eso de las 3.30 hs aproximadamente) llevándose dinero y distintas pertenencias que detalla, el jefe de la banda toma una foto familiar que estaba colgada y dice " Esta foto me la llevo porque si vos haces la denuncia y si nosotros caemos te mandamos otros a matar". Que los dejaron atados en el baño, pudiendo escuchar que se retiran del campo en dos vehículos cuyos motores eran serenos. Luego de describir la apariencia física y vestimenta de los sujetos y de manifestar que además de agricultor tiene el don de sanador por lo que atiende a mucha gente apunta "que pudo llegar a reconocer a uno de los sujetos, por el rostro y por la voz, como el que hiciera el disparo en la casa y además lo nombrara por su nombre" Que esta persona lo había visitado dos veces el 26 de diciembre y el 2 de enero, ambos días por la tarde. "Que este sujeto es de apellido Quiroga y le dijo que era de la ciudad de Junin y en la primera visita fue con la hija y el yerno ambos son policías y se movilizaban en un automóvil Ford Ka color verde que manejaba Quiroga". Reitera posteriormente que "reconoció a Quiroga en el hecho, haciéndolo también su señora madre Nelly y su esposa Zulma", explicando finalmente "Que debido a la amenaza recibida es que no hizo en su momento la denuncia policial, ni dio parte a ninguna autoridad, los cuales desconocían el hecho, ya que porque el dicente algo le comentó a alguna persona de Carabelas, la Policía por el rumor se presentó en su casa y en la fecha con los datos aportados radica la presente denuncia".


II) Citados a prestar declaración testimonial, su esposa Zulma Lujan Galerme a fs. 15/16vta. manifiesta haber reconocido a la persona que se cubría con el pañuelo y efectuó el disparo como aquel que con anterioridad en dos oportunidades había ido a hacerse atender; mientras el padre del demandado a fs. 12/13 y su madre Sra. De Gaetani a fs. 18/19 brindan una exposición ratificatoria del hecho y del reconocimiento por parte de su hijo de uno de los sujetos.

III) La detención del actor se produce el día 22 de enero de 2004 ( ver fs. 52), prestando declaración conforme lo dispuesto por el art. 308 CPP a fs. 61/62 a través de la cual niega el hecho que se le imputa. Manifiesta haber ido en 3 oportunidades (en noviembre, el 23/12 y el 2/1) para hacerse atender por el Sr. Antonelli y que el día del hecho estuvo durante el día en la casa de su hermana y a la noche en la casa de su hermano Miguel Ángel (Lartigau 114) por el cumpleaños de éste.


IV) A fs. 67 el día 26 de enero de 2004 presta declaración testimonial Marcelo Osvaldo Antonelli, en la cual dice que ese día en el edificio de tribunales se apersonó la hermana de Ismael Quiroga y le manifestó que "perdone a su hermano y sea prudente en lo que declaraba. Que fue muy insistente en su manifestación y estuvo alrededor de 15 minutos alrededor del dicente". También expone que cuando Quiroga fue a verlo le manifestó que debía varias cuotas del Ford y "quiere saber si después del robo fue saldada esa deuda".

V) Habiéndose negado Quiroga a ser reconocido en fila de personas "debido a que las 2 personas que lo tienen que reconocer lo conocen por haber concurrido el dicente a su domicilio en 3 oportunidades" (ver acta de fs. 83), en fotografías es identificado por los demandados (v. acta de fs. 85 y 86).


VI) El 10 de febrero de 2004 por resolución de fs. 98/103vta. se convierte en prisión preventiva la simple detención que venía sufriendo el actor, fundándose tal decisorio en la denuncia efectuada por Antonelli - ver fs. 99vta/100-, el reconocimiento que del mismo efectuara, la declaración testimonial y el reconocimiento de Galerme; agregando en relación a las declaraciones prestadas a fs. 94 y 95 por los hermanos del encartado, respecto de la coartada por éste dada que "no han podido desvirtuar los contundentes reconocimientos realizados por los que resultaron ser víctimas de autos". Sin perjuicio de ello señala que corresponde al Ministerio Público la evacuación de citas (art. 273 CPP), en función de haber dicho el imputado encontrarse en otro lugar al tiempo de la producción del hecho, destacando a modo de ejemplo el reconocimiento de Quiroga por parte del testigo Basili (personal de seguridad del Super I) que dijo haberlo visto en ese supermercado de Junín ese día entre las 20 y 21 hs. y pericia caligráfica del recibo de fs. 82, verificando firma, fecha y hora. 


Cabe igualmente señalar que entre las diligencia de pruebas ofrecidas anteriormente por el actor bajo el patrocinio del Defensor Oficial figuraba su careo con el denunciante, el que había sido desestimado por el Sr. Fiscal en ese estadio, sin perjuicio de su realización posterior ( v. fs. 87/8; arts. 209,263 y 273 del CPP)


La decisión no fue apelada (art. 164 CPP), optando la defensa por la promoción de un incidente de morigeración de la medida de coerción, el que es desestimado por la peligrosidad y calificación otorgada a los hechos (v. resoluciones de fs. 23/25 y 49/51 del incidente acollarado a la causa).


VII) Se siguió con la investigación preparatoria, básicamente con diligencias que a raiz de la declaración del encargado del destacamento policial de Carabelas Of. Comiso (v. fs. 21) por tareas de inteligencia realizadas, apuntaban a la individualización de los demás partícipes del hecho, y que condujeron a la prisión preventiva de otro sujeto de apellido Zárate (fs. 179/183 y 203/204), luego también absuelto. Vinculado al mismo, específicamente en lo relacionado al allanamiento y secuestro de dos camperas, es que se produce el reconocimiento de cosas por parte de los integrantes de la familia Antonelli (fs. 123/126) y las declaraciones testimoniales de Varela y García de fs. 172/173.


VIII) Se llega así a la requisitoria fiscal y elevación a juicio sin oposición por la defensa, obrando el acta del debate del día 1875/2006 a fs. 426/435. En el mismo, el Sr. Antonelli declara "Que a ninguno de los imputados los conocía de antes del hecho", "Que Quiroga nunca fue a su casa con anterioridad al hecho y que nunca lo vio con anterioridad", "Que al momento del hecho a uno de los sujetos se le cayó el pañuelo que le tapaba el rostro, que no alcanzó a verlo, por ello no puede dar determinaciones al respecto". Ante pregunta del Sr. Fiscal responde "que desde el hecho hasta la actualidad no ha recibido ningún tipo de amenazas o presiones para declarar de determinada manera". Por su parte la Sra. Galerme declara que "no recuerda haber manifestado lo que consta en el acta de fs. 86, dado que ella nunca pudo haber dicho algo así, ya que no vio a ninguno de los autores porque tenían sus rostros tapados". El Fiscal sostuvo la acusación "por considerar que ha mediado amenazas y/o temor en las víctimas". En el alegato, el Defensor de Quiroga expone "la evacuación de citas en la IPP se realizó a regañadientes, la actuación fiscal en la IPP ha sido pésima, la que desencadenó en la detención de dos inocentes. Las víctimas no hicieron la denuncia espontáneamente, sino que fueron instadas a denunciar por la policía...Con el ticket del supermercado se advierte la imposibilidad material de Quiroga de estar en dos lugares al mismo tiempo". 


En el Veredicto de fs. 436/444 se dijo "que no puede acompañarse la postura de la parte acusadora, que ante la contradictoria versión que brindaron en el juicio Marcelo Antonelli y Zulma Galerme, pretende resucitar las declaraciones vertidas por ellos respectivamente a fs. 1/3 y fs.15/16vta, con el fin de mantener una acusación que se sostenía casi únicamente en los citados testimonios", "... en el debate se ha diluido absolutamente el poder convictivo de los elementos de prueba que se esgrimieron para destruir la presunción de inocencia....correspondiendo absolver a los procesados". 


4. De la reseña precedente surge evidente que tanto el inicio como el desenlace del proceso a que se encontró sometido el reclamante obedecieron a las contradictorias versiones que en forma concreta se suministraron sobre su intervención en el hecho delictivo investigado.

No se trata, como parece inferirse del fallo en revisión, de que se hayan retractado o desdicho en sus testimonios otras personas, sino que fueron las propias víctimas las que en el debate, lejos de sostener sus asertos que por sus detalles y minuciosidad eran claramente inculpatorios hacia Quiroga, lo desvincularon como autor responsable, llegando al extremo de negar un conocimiento anterior, circunstancia nunca desconocida por el procesado.


Ningún justificativo exculpatorio encuentro atendible en tal radical cambio de postura.


En la audiencia celebrada en esta Alzada en el marco de las facultades propias para el esclarecimiento de la verdad de los hechos, el Sr. Antonelli manifestó que "fue por temor". Prescindiendo de que dicho factor no fue esgrimido como defensa para enervar la atribución de responsabilidad en la contestación de demanda, en la cual se aferró a la ausencia de dolo de su parte (ver fs. 105/110), aún cuando resulta entendible tal vivencia por parte de quienes sufrieron un hecho delictivo violento como el investigado y hasta el pavor por posibles represalias, no corresponde dar cabida a ese sentimiento como razón legitimante de las incoherentes actitudes observadas (art.83 inc. 6 CPP).


Si bien puede comprenderse y hasta compartirse lo sostenido a fs. 109vta. en cuanto a que la ausencia de garantías reales a las víctimas y la desconfianza hacia el sistema represivo lleva a la falta de colaboración con la Justicia en el conocimiento e investigación de los ilícitos, superada esa reserva o reticencia no sólo a través de la denuncia del hecho sino por la concreta individualización de quien se reputa autor, ya sea inicialmente en forma espontánea o a instancias de los agentes de seguridad, con una predisposición subsiguiente a cooperar en su punición como demuestra lo resumido, no es posible eximir de reproche a quien dando un giro de 180° imprevistamente, al menos coadyuva a desandar todo el camino recorrido en pos de la sanción por lo acontecido. Máxime cuando no se comprueban circunstancias sobrevinientes que pudieren causar una modificación en el ánimo del denunciante (repárese que ya al formularla relató las amenazas proferidas, que el encuentro con la hermana del actor previo a prestar declaración testimonial no fue óbice para que sugiriera investigar el pago de cuotas atrasadas y que aún en ese estado por el contacto con "toda la familia de Quiroga" igual efectuó el reconocimiento - fs. 335vta.-). 

De adoptarse un criterio distinto en cuanto a la valoración de tal proceder, sí se consagraría el descrédito del sistema, en tanto además de facilitarse la no punición de los criminales luego de una persecución a cuya frustración se aporta, se toleraría que quien es inocente sea vea sometido indebidamente a los perjuicios que un proceso penal per se acarrea.

Es por ello - independientemente de las fallas que pudieren advertirse en una instrucción que sin agotar medidas investigativas de cargo o coartada quedó desprovista de todo sustento al revertirse las manifestaciones de las víctimas, en todo caso atribuibles a otros partícipes en aquel proceso ajenos al presente reclamo y por regla en gran medida irrevisables (CSJN 19/10/1995 Balda, Miguel Ángel v. Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios Fallos 318:1990)- que juzgo, a la luz de la propia conducta observada en el acto definitorio del debate cuando al retractarse puso de manifiesto en forma objetiva la falta de atendibilidad de su incriminación y subjetivamente la privó de credibilidad por el manto de incertidumbre que arrojó sobre la veracidad de cualquiera de sus declaraciones, que la denuncia fue formulada sobre una base inconsistente, sin la reflexión y cuidadoso análisis exigible para poner en entredicho a quien se sindicó como autor, con indiferencia a la suerte que debía correr. Esa conducta, incluso desde una perspectiva estricta, encuadra en el factor de atribución subjetivo requerido para responsabilizarlo de los daños que reconocen en tal acto su causa.


5. Precisamente por lo expuesto y teniendo en cuenta la causa petendi de la que por el principio de congruencia no corresponde apartarse, es que entiendo que la acción dirigida contra Zulma Lujan Galerme debe ser rechazada.


Es que de los términos de la demanda (ver fs. 21/34vta) resulta diáfano que el ilícito civil por el que se reclama consistió en la acusación, en la denuncia que se formuló contra el actor. Así se lo precisa al indicar el objeto de la pretensión, los hechos tal como son descriptos y el fundamento de la responsabilidad atribuida.


Y siendo que el único denunciante fue el Sr. Antonelli, no cabe condenar a quien no intervino en el acto que dio curso al proceso por cuyas derivaciones dañosas se acciona, y que sólo tuvo participación como testigo, a n cuando sus dichos oportunamente hayan operado en pro de la atendibilidad de aquella en tanto ello no implica coautoría o complicidad - tampoco alegada- en su promoción (arts. 163 inc. 6 y 34 inc. 4 CPCC).

6. Prosiguiendo con lo indemnizatorio, de inicio debe señalarse que "no siempre se perfila con claridad la relación causal entre la denuncia o acusación y el daño sufrido por el afectado, pues entre ellos se interpone la conducta de terceros: la autoridad policial o judicial, que pone en movimiento la investigación, imputación y eventual represión penal" (a lo que agrego la propia eficacia en la defensa misma para evitar el agravamiento o perduración de los perjuicios) "No obstante, en nuestro derecho rige el sistema de causalidad adecuada, en cuya virtud se responde no sólo por las consecuencias inmediatas, sino también por las mediatas previsibles (arts. 901 a 906 Cód. Civil). Estas son las que resultan de la conjunción del hecho fuente con un acontecimiento distinto y se imputan al autor de aquel en tanto no exista interrupción anómala o extraordinaria del nexo causal...Se configura una excepción cuando las decisiones de la autoridad resultan injustificadas, excesivas o incongruentes con el curso ordinario de las cosas abierto por la denuncia" (Zavala de González ob. cit. p. 400/401; en el mismo sentido Parellada en su trabajo al destacar que debe verificarse si el efecto dañoso de la denuncia era el previsible y Loustaunau Roberto "El delito civil de acusación calumniosa" en RDPyC 2006-2 "Honor, imagen e intimidad" p. 205 y ss).


Formulada esta aclaración que ha de guiar su tratamiento, sin dejar de valorar llegado el momento de la cuantificación de los daños pertinentes que el no cuestionamiento por medio de recurso de apelación a los fundamentos del dictado de prisión preventiva conllevó la pérdida de algún grado de chance o posibilidad de su revisión, con las consecuencias inherentes a la calificación del delito por el que era procesado; advirtiendo asimismo por imperio de la figura de la adhesión implícita a la apelación (SCBA Ac. 52049, 56034, C 99315; C101860 entre otros) que no resulta atendible la pretensión de atenuación de la indemnización con sustento en la previsión de la parte final del art. 1069 C. Civil (v. fs. 109vta.) ya que no se ha demostrado que la situación patrimonial del deudor sea difícil ni tampoco más angustiante que la de la víctima (Kemelmajer ob. cit. p. 45), paso a ocuparme de los distintos rubros pedidos (fs. 29/31 vta). 


a) Daño emergente 1) Gastos de comida: No deben ser admitidos ya que estando detenido es el Estado quien la provee, no generándose en consecuencia erogaciones por tal concepto que deban ser reintegradas. Por otra parte al indemnizarse las ganancias de las que se vió privado, se contemplan las necesidades que cubrían. 2) Gastos de viaje: Además de lo último expresado, en tanto su situación aparejaba el forzoso ahorro de sumas para gastos imprescindibles en la vida diaria, entre ellos los generados por desplazamientos, también se visualiza una falta de legitimación para el reembolso, ya que no fueron por él afrontados sino por quienes voluntariamente iban a visitarlo. Corresponde en consecuencia también su rechazo. 3) Gastos judiciales: Este concepto contemplado expresamente en el art. 1090 del C. Civil debe ser recepcionado y siendo razonable el importe pretendido, acreditado parcialmente a fs. 213/215, se lo fija en $ 3.500 ("en ausencia de regulación debe fijarse de acuerdo a la prudencial estimación" López Mesa "Código..." LexisNexis To. II p. 528; art. 165 CPCC). 4) Gastos de Escribanía: Refiriéndose éste item a erogaciones causídicas de este proceso, comprendidas en las costas (art. 77 CPCC), se lo desestima como rubro indemnizatorio. 5) Gastos por tratamiento psicológico: Se determinó por la Perito psicóloga que el Sr. Quiroga presenta un trastorno de ansiedad con posibles accesos de angustia, el que si bien no da lugar a discapacidad no estando perturbadas sus funciones psíquicas superiores, sí es una dificultad a solucionar, pudiendo revertirse hacia un desarrollo normal de su vida toda con tratamiento de un año de duración (v. fs. 196/197 puntos 1 y 4). Dicha afección, desde un examen objetivo es razonable guarde relación con lo vivido, por lo que corresponde sea atendida, estimándose en forma prudencial su costo en $ 4.000.


b) Lucro cesante: Conforme lo dispuesto por los arts. 1069,1089 y 1090 del Cód. Civil son resarcibles las ganancias que dejó de tener con motivo de la acusación. Conforme lo informado por la Dirección de Vialidad Provincial (ver oficio de fs. 160/189) el actor fue suspendido preventivamente a partir del 23/1/2004 - al día siguiente a su detención- habiéndose levantado la medida el 10/7/2006 (v. Resolución de fs. 186), sin que se le reconociera el derecho al cobro de los salarios por ese período (v. Resolución de fs. 162/163). En razón de los importes informados, corresponde hacer lugar a la pretensión por el importe de $ 53.785.
c) Daño extrapatrimonial: 1) Daño moral: Este concepto indemnizatorio tiende a reparar la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor en la vida del hombre y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los demás sagrados afectos. "El daño moral, o extrapatrimonial, es todo aquel que se manifiesta como alteración disvaliosa del bienestar psicofísico de una persona, por una acción atribuible a otra" (Mosset Iturraspe, Jorge, Kemelmajer de Carlucci Aida y otros; "Responsabilidad Civil", Ed. Hammurabi1992, p. 230). "El daño moral compromete lo que el sujeto 'es' (en tanto el daño patrimonial lesiona lo que la persona 'tiene'). Las principales vertientes del daño moral residen en lesiones que afectan la vida, la salud o la dignidad de las personas; es decir, su existencia y su integridad sicofísica, espiritual y social" (Zavala de González, Matilde, "Resarcimiento de daños - Presupuestos y funciones del Derecho de daños", To. 4 p. 178). Particularmente el honor "es uno de los principales bienes espirituales que el hombre siente, valora y sublima colocándolo dentro de sus más preciados dotes. Es una cualidad moral del ánimo, que puede ser herida, sufrir menoscabo y que suele ser defendida con el mismo ahínco, con la misma fuerza de quien se afana entre la vida y la muerte.... No ha de considerarse, entonces, como una manifestación prescindible que en algún momento pueda desaparecer, o que sólo dependa de una alta posición, de la procedencia y el ancestro, de una conducta intachable, ni que está supeditada a la opinión ajena o a la calificación de los demás. Configura un íntimo sentimiento respetable en todos y en cualquiera..."" (Cifuentes, Santos, "Derechos personalísimos", 2ª ed., Editorial Astreap. 454/5). La Convención Americana sobre Derechos Humanos, llamada Pacto de San José de Costa Rica, aprobada por ley 23.054 y con jerarquía constitucional desde la reforma del año 1994 (art. 75, inc. 22 CN), establece en su art. 11.1 " Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.". "Demás está decir que resulta procedente la indemnización del daño moral, cuya existencia se presume ante una acusación de esta naturaleza" (Vázquez Ferreyra ob. cit. p. 283), está evidencia con la sola comisión de este ilícito, "re ipsa", que por su índole necesariamente ha tenido que lastimar los sentimientos del calumniado (Llambías, Jorge J. Obligaciones" t. IV-A, p. 141). Por su naturaleza la evaluación es imposible de hacer en términos cuantitativos exactos, apoyándose siempre su cuantificación en juicios de valor, en los que cobra singular relevancia la prudencia del juzgador. Teniendo en cuenta además de lo dicho en el introito de este apartado, la naturaleza del delito que se le atribuyó a Quiroga, el tiempo de detención-prisión preventiva que sufrió, sus condiciones personales y las circunstancias particulares de la incriminación es que estimo equitativo fijar por este rubro la suma de $ 110.000 (art. 1078 del C. Civil).- 2) Daño psicológico: Al margen de que no constituye un tertium genus, independiente del daño patrimonial y moral, por el que corresponda una indemnización autónoma (SCBA Ac. 77461, 79922, 81161; C100299, entre otros), con un criterio científico médico legal, como ha informado la perito, no se verifica una perturbación patológica de la personalidad para su resarcibilidad fuera del tratamiento aconsejado. Por ello se lo desestima.


7. De compartir el cónclave mi propuesta, debe revocarse la sentencia, haciéndose lugar a la demanda promovida contra Marcelo Osvaldo Antonelli, condenándolo al pago dentro del plazo de diez días de la suma de $ 171.285 ($ 7.500 por daño emergente + $ 53.785 por lucro cesante + $110.000 por daño moral) con más intereses a la tasa pasiva (la que paga el Banco de la Provincia de Bs. As. en sus operaciones de plazo fijo a 30 días) desde la fecha de la mora - la del ilícito 19/1/2004 y hasta el efectivo pago. Con costas de ambas instancias en un 85% al demandado y en un 15% al actor en función del éxito obtenido en los daños pretendidos (art. 71 del CPCC; SCBA Ac. 78451 S 29/10/2003 "Carquen"). Manteniendo en cambio el rechazo de la acción dirigida contra Zulma Luján Galerme, con costas de ambas instancias al actor (art. 68 del CPCC). Difiriendo la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Doctores Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION el Señor Juez Dr. Guardiola , dijo:

Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, corresponde:


I.- REVOCAR la sentencia apelada, haciéndose lugar a la demanda promovida contra Marcelo Osvaldo Antonelli, condenándolo al pago dentro del plazo de diez días de la suma de $ 171.285 ( $ 7.500 por daño emergente + $ 53.785 por lucro cesante + $110.000 por daño moral) con más intereses a la tasa pasiva ( la que paga el Banco de la Provincia de Bs. As. en sus operaciones de plazo fijo a 30 días) desde la fecha de la mora - la del ilícito 19/1/2004 y hasta el efectivo pago. Con costas de ambas instancias en un 85% al demandado y en un 15% al actor en función del éxito obtenido en los daños pretendidos (art. 71 del CPCC; SCBA Ac. 78451 S 29/10/2003 "Carquen").


II.- MANTENER el rechazo de la acción dirigida contra Zulma Luján Galerme, con costas de ambas instancias al actor (art. 68 del CPCC).

III.- DIFERIR la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).

ASI  VOTO.

Los Señores Jueces Dres., Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN,
14
de Septiembre de 2010.-

AUTOS Y VISTOS:

Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, SE RESUELVE:


I.- REVOCAR la sentencia apelada, haciéndose lugar a la demanda promovida contra Marcelo Osvaldo Antonelli, condenándolo al pago dentro del plazo de diez días de la suma de $ 171.285 ( $ 7.500 por daño emergente + $ 53.785 por lucro cesante + $110.000 por daño moral) con más intereses a la tasa pasiva ( la que paga el Banco de la Provincia de Bs. As. en sus operaciones de plazo fijo a 30 días) desde la fecha de la mora - la del ilícito 19/1/2004 y hasta el efectivo pago. Con costas de ambas instancias en un 85% al demandado y en un 15% al actor en función del éxito obtenido en los daños pretendidos (art. 71 del CPCC; SCBA Ac. 78451 S 29/10/2003 "Carquen").


II.- MANTENER el rechazo de la acción dirigida contra Zulma Luján Galerme, con costas de ambas instancias al actor (art. 68 del CPCC).

III.- DIFERIR la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

